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No es de sorprender esta contundente crítica realizada por

GÓMEZ CORRALIZA, habida cuenta de la posición doctrinal del mismo

relativa a los derechos sujetos a caducidad, que, obviamente no

coincide con la de RIVERO, el cual, por otra parte, tampoco

fundamenta ni la exclusión de las "mal llamadas caducidades que

no son tales" ni el porqué de la diferenciación entre las

caducidades impropias y los "casos más conocidos y menos

discutidos de caducidad".

Sin embargo, esta breve sinopsis de tipificación de diversas

especies de caducidad efectuada por RIVERO, que sigue, en gran

parte, las tesis de DE CASTRO, no obstante lo incompleta de la

misma, es, en mi opinión, más certera y adecuada que la realizada

por GÓMEZ CORRALIZA. Efectivamente, para este autor (vid. supra),

el derecho sujeto a caducidad es aquel que presenta una

estructura equivalente a la de una condición resolutoria, cuyo

cumplimiento o incumplimiento depende exclusivamente del titular

del derecho, determinando su extinción la falta del ejercicio del

mismo, sin que tenga mayor trascendencia la naturaleza del

derecho sujeto a esa estructura similar a la condición

resolutoria, porque lo significativo es que se pueda

potestativamente realizar o no una actividad. Esta tesis de GÓMEZ

CORRALIZA, que podríamos denominar de caducidad exorbitante, que,

indiscutiblemente, resulta más cómoda para el intérprete o el

juzgador, pero que, parafraseando a DE CASTRO podríamos decir que

"lleva consigo el riesgo de mayores injusticias" 148, permite que

puedan incluirse en el concepto propio de caducidad, como

148 DE CASTRO, F., ob. cit. p. 173.
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efectivamente hace dicho autor, desde los dos días consecutivos

que el art. 612-22 del Código Civil reconoce al primitivo dueño

del enjambre de abejas para perseguirlo en fundo ajeno, hasta los

ochenta años de que se dispone, conforme al art. 4 de la Ley de

Protección Civil del derecho al honor, a la intimidad personal

y a la propia imagen, para el ejercicio de las correspondientes

acciones -que "no es un plazo ni de caducidad ni de prescripción

de las acciones, como señala DE LA OLIVA, sino un elemento

temporal de uno de los presupuestos constitutivos de las acciones

en el caso de violación o lesión del honor, la intimidad y la

imagen del difunto"- 149, pasando por los dos años que el art.

615-42 ce concede al dueño de la cosa perdida para recuperarla,

o por los veinte años de no uso que establece el art. 546-22 CC

como causa de extinción de las servidumbres. Todos estos plazos,

según GÓMEZ CORRALIZA, son de caducidad propia ya que el sujeto

activo tiene la potestad de impedir la caducidad ejercitando la

acción o acto material oportunos antes de que finalice el tiempo

asignado por la norma. Sin embargo, y al margen de atribuciones

de caducidad concedidas erróneamente a plazos que no tienen tal

naturaleza, resulta difícil hallar una ratio común a estos

derechos o poderes que no sea la de que están sometidos todos

ellos a un plazo para poder ejercitarlos, de la misma forma que

tampoco se aprecia en ellos un idéntico fundamento y una similar

149 DE LA OLIVA, A. , Derecho Procesal Civil de DE LA OLIVA A. , y
FERNANDEZ, M.A., IV tomo, Ed. PPU, Barcelona, 1988. Añade De la
Oliva que "más allá de los 80 años no cabe intromisión ilegítima
relativa al difunto. Si a un difunto se le insulta 79 años
después de su muerte, nace una acción, que caduca 4 años después
(Art. 9.5 de la LO 1/1982) a partir del momento en que se pudo
ejercitar. Si se revelan datos íntimos de un difunto 81 años
después de la defunción, no cabe acción alguna", pp. 164 y 165.
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finalidad. No parece, en suma, que la mayoría de los plazos

establecidos en esos supuestos se correspondan con ese interés

del ordenamiento jurídico que exige que las situaciones jurídicas

no estén permanentemente en una fase de incertidumbre,

interesando, por tanto, que en el menor tiempo posible puedan ser

firmes e inatacables, e incluso que algunos de ellos no pudieran

ser susceptibles de ser interrumpidos (piénsese, por ejemplo, en

la posibilidad de que, por causa de fuerza mayor -situaciones

climatológicas extremas- no pudiera ejercitarse el derecho en el

plazo fijado por el art. 612 CC). En cualquier caso, no parece

que sean éstos los supuestos que puedan incluirse en el concepto

técnico-jurídico propio de la caducidad que ha configurado la

doctrina y la más depurada jurisprudencia.

Donde sí existe coincidencia en la doctrina es en señalar

el hecho de que en ciertos casos no procede hablar de caducidad,

sino de ineficacia. Esto sucede, en opinión de GÓMEZ CORRALIZA,

cuando "el transcurso del tiempo no intervenga como factor

determinante de la extinción sino que ésta depende de otro evento

establecido sin consideración alguna a aquél (por ejemplo, los

arts. 720-22, 731, 871-12, etc.) 15° en los que no estamos ante

un caso de caducidad (ni propia ni impropia) sino simplemente de

ineficacia sobrevenida o extinción por otra causa distinta de la

caducidad, de cuyo concepto debe ser excluido" 151. En otros

casos, tal y como decía RIVERO, "estamos ante situaciones en que

150 Vid. contenido de los citados artículos en las notas n°M37 y
143.

151
GÓMEZ CORRALIZA, B., ob. cit. p. 167.
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un derecho deja de serlo y de existir jurídicamente porque ya

nació con un tiempo limitado (como, por ejemplo, un usufructo

temporal o la subhipoteca una vez resuelto el derecho del

acreedor hipotecario que la constituyó), y lo mismo cabe decir

de las "caducidades" de la anotación preventiva y otros asientos

regístrales".

PUIG BRUTAU, por su parte, distingue dos tipos de plazos

distintos a los de caducidad. Unos, están establecidos para el

cumplimiento de ciertas obligaciones "pues la misma idea de

obligación implica la necesidad de cumplirla en determinado

momento o dentro de cierto plazo, por ejemplo: 24 horas para dar

cuenta al Juez del internamiento de un presunto incapaz (art.

211-1 CC); cada seis meses el Juez ha de pedir información sobre

la necesidad de proseguir el internamiento (art. 211-3 CC), etc.;

otras veces -señala dicho autor- el plazo legal puede significar

una medida mínima de tiempo que ha de haber transcurrido para

poder ejercitar determinados derechos, por ejemplo, en los arts.

17 a 26 del CC, los siguientes: dos años siguientes a la

emancipación para que los extranjeros puedan optar por la

nacionalidad española (art. 19-2s CC); diez años para adquirir

la nacionalidad española por residencia, con la posibilidad de

que se reduzca a dos años o a uno en los supuestos que determina

el art. 22 CC; tres años para considerar perdida la nacionalidad

en las circunstancias que detalla el art. 23 CC, etc." 152.

152 PUIG BRUTAU, J. , Caducidad y prescripción extintiva, Ed.
Bosch, Barcelona, 1986, pp. 19 y 20.
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De todo lo antedicho cabe extraer dos conclusiones: por un

lado, que nuestra doctrina está empezando a realizar una tarea

de depuración y clasificación de los verdaderos supuestos de

caducidad, distinguiéndolos de otros, impropiamente denominados

de esa manera, o de aquellos que, simple y llanamente, no son

tales; y por otro, que, no obstante este loable esfuerzo y

prescindiendo de la mayor o menor bondad técnica de la

calificación que se efectúa, ningún tratadista precisa cuáles son

los requisitos, caracteres y efectos, o lo que es lo mismo, cuál

sería la forma en que deberían operar esos plazos de caducidad

impropia o de ineficacia sobrevenida, es decir, si deberían

aplicarse de forma distinta a como se aplican los plazos de

caducidad propia, o por el contrario les son de aplicación, bien

sea de manera rigurosa o atenuada, los mismos caracteres,

requisitos y efectos atribuibles a ésta, a saber, los de no ser

interrumpibles, ni susceptibles, en principio, de suspensión, ser

improrrogables e irrenunciables, por regla general, produciendo

la radical eficacia extintiva del derecho caso de no ejercitarse

en el tiempo y forma fijados por la Ley. Obviamente, en este

punto es donde radica la esencialidad de las posibles

distinciones, siendo, justamente, el aspecto que aún no ha

analizado nuestra doctrina, y que se impone efectuar.

A mi juicio, y prescindiendo del mayor o menor acierto de

los autores citados a la hora de clasificar como propia o

impropia la caducidad de los plazos fijados en los artículos del

CC reiteradamente mencionados, de lo que no cabe duda es que

alguno de estos plazos, a los que en un sentido lato del término
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se les denomina de caducidad, no vienen contemplados en normas

imperativas sino en normas dispositivas (o quizás, y dicho con

más propiedad, en normas cuya imperatividad es relativa),

permitiéndose que se antepongan a ellas los acuerdos libremente

adoptados por la voluntad de las partes. Tal sucede con los

plazos para recuperar determinados objetos contenidos en los

arts. 369 y 612 CC; plazos que la ley no impide ni explícita ni

implícitamente que puedan ser modificados por la autonomía

privada, siempre que ello no suponga un perjuicio para terceros

-caso poco frecuente, pero no imposible-, pudiendo, por

consiguiente, ampliarse, suspenderse o prorrogarse por voluntad

de las partes e incluso renunciarse por la parte beneficiada. Es

decir, plazos, que de considerarse que son de caducidad, permiten

una aplicación atenuada de su régimen jurídico (vid. infra).

Por lo que se refiere al supuesto de recuperación de la cosa

perdida contemplado en el art. 615 CC, debe significarse que en

dicho precepto se regula un plazo de ordenación cuyo fundamento

radica en la necesidad de dar un margen de tiempo suficiente y

prudencial -dos años- para que dentro de él pueda desarrollarse

tanto la actividad y la decisión del órgano municipal que tiene

consignada la cosa mueble perdida como la actividad del dueño de

la misma. Así, el citado artículo dispone que pasados estos dos

años, "a contar desde el día de la segunda publicación -el

Alcalde ha de publicar el hallazgo dos domingos consecutivos- sin

haberse presentado el dueño, se adjudicará la cosa encontrada o

su valor al que la hubiera hallado". Adjudicada que fuera la cosa

mueble perdida al que la encontró, éste deviene nuevo dueño de
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la misma en virtud de justo título para adquirir la propiedad

como es la ocupación (art. 609 CC). No se trata, pues, tanto de

un plazo máximo que se otorga al antiguo dueño para que realice

una determinada actividad, cuanto de una medida mínima de tiempo

-dos años, sin que se haya personado el antiguo dueño- que ha de

haber transcurrido para acceder legalmente a la propiedad de los

bienes muebles hallados y consignados en poder del órgano

municipal competente. Pasados estos dos años es indudable que el

antiguo dueño ha perdido la propiedad de la cosa perdida, pero

este efecto no ha sido producido por la caducidad -al menos no

de forma directa-, sino por los efectos que produce la legítima

propiedad de la cosa por parte del nuevo dueño.

En lo concerniente a los supuestos contemplados en los

artículos 689, 703-12, 703-22, 719 y 730 CC relativos a la

"caducidad" del testamento por no haberse practicado en tiempo

y forma las solemnidades complementarias -protocolización ante

los Tribunales o ante otros organismos- o simplemente por haber

transcurrido el plazo de validez de aquél, parece acertado

sostener con la doctrina a mi juicio más autorizada que, en estos

casos, no nos hallamos propiamente ante supuestos de caducidad

sino de ineficacia de un negocio por no llenar los requisitos de

forma en el momento ordenado 153. O dicho en otras palabras, nos

encontramos ante el hecho de que, en virtud de ciertos

acontecimientos posteriores, ha devenido de derecho ineficaz una

disposición inicialmente eficaz.

153 DE CASTRO, F., ob. cit. p. 176.
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Sentado, pues, que en este sentido estricto no cabe hablar,

en estos casos, de caducidad, sino de ineficacia sobrevenida del

testamento, el problema se circunscribirá a determinar cuál sea

en estos casos el grado de invalidez -nulidad o anulabilidad- del

testamento y el régimen prescriptive al que se somete la acción

para impugnar dicha invalidez -imprescriptibilidad de la acción

declarativa de nulidad o bien la prescripción (o caducidad) de

la acción de anulabilidad del testamento-.

Es evidente que, dado el objeto de este estudio, no parece

que sea éste el lugar donde se deba discernir sobre estas

cuestiones, que, por otra parte, son lo suficientemente complejas

para excusar cualquier tipo de generalización sobre las mismas,

que es la que aquí podría hacerse. Ello no obstante, y aunque sea

a costa de caer precisamente en esa generalización, podría

esbozarse una aproximación al tema. Así, a mi juicio, esa

ineficacia sobrevenida de un acto inicialmente válido por no

haberse formalizado en un determinado tiempo unos requisitos

formales no significa la nulidad de pleno derecho del testamento,

sino su anulabilidad, y, en consecuencia, y en base al principio

de rogación que rige el proceso, esa ineficacia que se atribuye

al testamento por haber transcurrido el plazo para protocolizarlo

o para otorgarle validez deberá ser invocada por la parte que

tenga interés en ello. En este sentido parece pronunciarse

mayoritariamente la doctrina. Así, para LACRUZ, "hay algunos

supuestos en los que el testamento no existe; no puede, por

tanto, devenir eficaz por prescripción o por el asentimiento,

tácito o expreso, de los legitimados para impugnarlo. Así, cuando
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falta la forma fundamental (autògrafía en el testamento ológrafo

notario o testigos en el público), o se infringen las

prohibiciones de los arts. 669 y 670, o falta absolutamente el

consentimiento (incluida la falta de capacidad natural) . En otro

caso hay verdadero testamento, siquiera viciado, y por ende puede

producir efectos mientras no se anule..." 154. Es más, en algunos

casos, incluso el testamento nulo a radica puede convalidarse,

como sucede con el vicio de forma del testamento, que, no

obstante lo dispuesto en el art. 687 CC, se ha considerado

salvable, en cuanto a sus efectos respecto a los sucesores del

causante, cuando ellos mismos (los perjudicados por su validez)

lo hayan acatado como válido, voluntariamente 155.

Vistas las conclusiones a que hemos llegado, no se nos

escapa el hecho paradójico de que estamos excluyendo del concepto

de caducidad precisamente a uno de los supuestos que sirvieron

de punto de partida a nuestro Tribunal Supremo para la

elaboración de la doctrina legal sobre la caducidad.

Concretamente, la sentencia de 27 abril 1940 (Ar. 303), que fue

la primera que acogió el instituto de la caducidad, estimaba como

plazo de tal naturaleza el referido a la protocolización del

testamento ológrafo establecido en el art. 689 CC. Ello no

obstante, y salvo lo anecdótico del caso, no empece la meritoria

LACRUZ BERDEJO, J.L., Elementos de Derecho Civil, I, Vol. 33
de LACRUZ/LUNA/RIVERO, ob. cit. , p. 277. Vid. asimismo
ÀLBALADEJO, M., Curso de Derecho Civil, Tomo V, 1982, pp. 365 v
ss.; GASTAN TOBEÑAS, J. , Derecho civil español común y foral
Tomo VI, vol. 22, 8a ed., 1979, pp. 446 y ss.

DE CASTRO, F., que cita diversas sentencias del TS., El
negocio jurídico, Civitas, 1985, p. 486.
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y clarificadora doctrina legal sentada por nuestra jurisprudencia

sobre el instituto jurídico objeto de nuestro estudio.

2.3. Caducidad rigurosa (o propia) y caducidad atenuada

Según que el derecho o facultad sometido a un plazo legal

de caducidad venga contemplado en normas imperativas absolutas

o en normas imperativas relativas, cabe admitir y distinguir,

respectivamente, entre una aplicación rigurosa y una aplicación

atenuada o flexible por voluntad de las partes del régimen

jurídico de la caducidad.

Para iniciar nuestro análisis sobre la afirmación anterior

se hace necesario penetrar en la cuestión del deslinde entre la

autonomía individual y el derecho objetivo. Para ello habrá que

acudir a la regulación que efectúa nuestro ordenamiento. Así, el

art. 6.3 CC señala que serán "nulos de pleno derecho los actos

contrarios a las normas imperativas y a las prohibitivas, salvo

que en ellas se establezca un efecto distinto para el caso de

contravención". A su vez, el art. 1255 CC dispone que "los

contratantes pueden establecer los pactos, cláusulas y

condiciones que tengan por conveniente, siempre que no sean

contrarios a las Leyes, a la moral ni al orden público". Pactos

que generan unas obligaciones que "tienen fuerza de Ley entre las

partes contratantes" (art. 1091 CC) . Estos pactos, cláusulas y

condiciones que tengan por conveniente establecer los

contratantes se refieren a porciones del contrato, que como todo

negocio jurídico se nos ofrece como una ordenación más o menos
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compleja de una relación jurídica cuya ordenación se compone,

precisamente, de una serie de disposiciones contractuales a las

que el art. 1255 llama pactos, cláusulas o condiciones 156.

De todo ello se deduce claramente que los límites a la

autonomía de la voluntad privada vienen constituidos por las

normas imperativas y prohibitivas, la moral y el orden público,

y, por consiguiente, los particulares no pueden establecer en sus

negocios jurídicos cláusulas contrarias a la Ley, la moral y el

orden público.

Sentadas las premisas de que las normas que regulan los

plazos de caducidad son normas de carácter imperativo, como lo

son, generalmente "las que regulan las consecuencias del

inejercicio de derechos" 157 y que la caducidad se instituye en

aras de la seguridad jurídica para proteger un interés general,

deberá asimismo convenirse que tal finalidad se predica, por

regla general, de todos los plazos de caducidad, tanto si vienen

fijados en normas imperativas absolutas como si se establecen en

normas cuya imperatividad es relativa. Ello no obstante, en este

último caso, dado el contenido peculiar de la norma y poniéndolo

en conexión con el momento funcional del negocio o de la

situación que se trata de regular a través de la autonomía

:; D¿ELP/SZ
157 DIEZ PICAZO, L. , ob. cit. p. 1168.
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privada 158, pudiera inferirse que, dado el carácter de

imperatividad relativa de la norma, permite su disposición por

la autonomía privada, siempre y cuando tal disposición no sea

contraria a la Ley, a la moral o al orden público. Es decir, se

trataría de determinar si en supuestos de plazos de caducidad

contemplados en normas imperativas relativas, la alteración del

régimen jurídico de la caducidad, por ejemplo, la suspensión o

prórroga del plazo por voluntad de las partes, es un pacto contra

legem -y entonces tal pacto estaría viciado de nulidad absoluta™

o por el contrario se trataría de un pacto praeter legem, es

decir, no coincidente con el supuesto de hecho contemplado en la

norma imperativa pero sin que pueda hablarse de una auténtica

colisión entre la norma y la disposición de autonomía. De

aceptarse esta última tesis, cabria afirmar con la doctrina más

autorizada que "la existencia de un régimen de carácter

imperativo para la regulación de una situación jurídica no impide

el establecimiento de disposiciones de autonomía para los

supuestos no previstos especialmente por las normas, siempre que

sea posible la aplicación conjunta y que la disposición negocial

no sea una manera de burlar la norma de derecho. La aplicabilidad

conjunta deberá, pues, medirse no sólo valorando los supuestos

de hecho de una y otra, sino también la ordenación que para ellos

se establecen. Pero concurriendo esta posibilidad de aplicación

conjunta no hay inconveniente para la validez y vigencia de la

158 Vid. DIEZ PICAZO, L. , que entiende que cuando en el texto de
la disposición legal o en la formulación de la norma no hay base
suficiente para decidir sobre su carácter imperativo o
dispositivo, el contenido peculiar de la norma influye de manera
decisiva, de conformidad con el momento negocial de que se trate,
en su naturaleza dispositiva o imperativa", ibid. p. 1166.
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disposición (de autonomia) II 159

Dicho en otras palabras: existen plazos de caducidad cuyo

régimen se aplica de forma rigurosa y estricta, como son aquellos

en que el acto específico impeditivo de la caducidad consiste en

el ejercicio de una acción judicial dentro de un plazo

determinado que se fija en la norma, que, precisamente, por

disciplinar asimismo el acceso al proceso es una norma imperativa

absoluta, mientras que existen otros plazos de caducidad cuyo

régimen jurídico puede ser alterado por la voluntad conjunta de

las partes, como son aquellos plazos en los que, además de no ser

preceptiva una demanda judicial para ejercitar el derecho, éste,

a su vez, incide sobre materias disponibles, lo que permite

tácita o expresamente la aplicación conjunta de la norma

imperativa relativa -la que fija el plazo de caducidad- con las

disposiciones acordadas por la autonomía privada, siempre que con

ello no se pretenda eludir la norma imperativa en perjuicio de

terceros. A título de ejemplo podríamos citar como supuestos de

caducidad atenuada los plazos fijados en los arts. 369 y 612 CC

para la recuperación de ciertos bienes a los que hacíamos

referencia en el subapartado anterior, en los que el acto

específico que debe realizar el titular del derecho para dejarlo

a salvo de la caducidad consiste en una declaración de voluntad

-en este caso, la reclamación de los bienes perdidos- ante el

sujeto pasivo de la relación jurídica, pudiendo ambas partes

acordar, por ejemplo, la prórroga o ampliación del plazo para la

recuperación de los bienes perdidos que se hallan en el terreno

159 DIEZ PICAZO, L., ob. cit., p. 1170.
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de propiedad del sujeto pasivo.

3.- Las diversas clases de caducidad en el Derecho comparado

El instituto caducitario también ha sido acogido por los

ordenamientos jurídicos de los países que, como el nuestro, se

integran en el tronco común romano-germánico. Debe, no obstante,

significarse que mientras los Códigos civiles de estos países

-casi todos promulgados en el siglo anterior y pocos de ellos

reformados en profundidad-, como son el Código francés y el

Código alemán como ejemplos paradigmáticos, no contienen ninguna

regulación sobre dicho instituto y que al igual que ha sucedido

en nuestro país ha sido acogido por vía jurisprudencial, otros

Códigos civiles, reformados y promulgados bien entrado este

siglo, como son los nuevos Códigos civiles italiano -de 1942- y

portugués -de 1966-, sí regulan específicamente la institución

de la caducidad.

Por otro lado, conviene resaltar que al amparo de esta

regulación legal de la caducidad y de las nuevas orientaciones

doctrinales, sobre todo las provinientes de Francia, este

instituto se está configurando con unos nuevos perfiles, por lo

que sería necesario reseñar, siquiera sea sucintamente, los

aspectos más relevantes de esta nueva configuración cuyos

ejemplos más significativos se hallan en los Derechos francés e

italiano.
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3.1. Los délais prefix y los délais de forclusion en el Derecho

francés

La regulación de la figura caducitaria en el Derecho francés

es de características similares al español, que, en gran parte,

se inspiró en el Code civil. En consecuencia, junto a la

prescripción extintiva, específicamente regulada en el Code

civil r se contrapone el délais prefix, que es la denominación más

corriente que s.~ uá en el Derecho francés al instituto que cumple

las funciones de la caducidad 16°. Señala CARBONNIER que "se

comprueba en el sistema positivo, la existencia de plazos,

ordinariamente breves, fijados en el ejercicio de un derecho y

que no obedecen a las reglas de la prescripción (sobre todo, por

cuanto no son susceptibles de suspensión o interrupción)",

precisando que, "en ocasiones, la distinción -con las

prescripciones- está favorecida por la propia terminología de las

disposiciones legales" 161.

Los caracteres del délais prefix no difieren de los

160 Otra denominación utilizada por la doctrina y la
jurisprudencia francesas es: délais de forclusion, y aunque los
términos forclusion y délais prefix se emplean en múltiples
sentidos, generalmente se entiende por forclusion la técnica que
consiste en limitar la duración de la existencia de un derecho
de hacer, es decir, de un derecho (potestativo) de realizar un
acto jurídico cualquiera, reservándose el término délais prefix
a aquellos, entre los plazos de forclusion, que son fijados para
formalizar la demanda judicial. (Vid. BANDRAC, M. , La nature
juridique de la prescription extintive en matière civile, París,
1986, p. 167).

161 CARBONNIER, J. , Droit Civil, T. 4/Les Obligations, 1985, p.
609.
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caracteres del instituto de la caducidad perfilado por nuestra

jurisprudencia: no son susceptibles ni de interrupción ni de

suspensión y son apreciados de oficio, como regla general, aunque

la jurisprudencia francesa, excepcionalmente, admite la

interrupción y suspensión del délais prefix en casos de fuerza

mayor y en supuestos de ejercicio de ciertas acciones de estado,

como, por ejemplo, la impugnación de la paternidad, aplicando,

en consecuencia, la vieja regla del Digesto contra non valenten

agere non currit praescriptio 162.

Otra característica notable del sistema jurídico francés,

en orden a la renunciabilidad o irrenunciabilidad del délais

prefix, es la distinción que efectúa la jurisprudencia entre la

caducidad (forclusion) de interés público o privado. Así,

mientras que respecto a la primera la renuncia sería ineficaz,

al ser materia de orden público, en otros casos la renuncia sería

válida por proteger el plazo de caducidad intereses privados163.

3.2. La regulación de la caducidad en el Código Civil italiano

Es en el Derecho italiano donde se producen las mayores

diferencias con respecto al francés, alemán y español y, a su

vez, una casi total convergencia con el portugués en lo referente

a la regulación de la caducidad.

Efectivamente, el Código civil italiano de 1942 sí regula

162 Véase en BANDRAC, M. , ob. cit. pp. 183, 190 y 191,

163 BANDRAC, M. , ibid. p. 187.
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expresa y específicamente la caducidad (arts. 2964 y 2969), no

siendo ésta la única singularidad, porque la caducidad regulada

en el mismo contiene dos clases bien diferenciadas de caducidad:

de una parte, la caducidad sobre materias indisponibles, y por

otra, la caducidad establecida con relación a materias

disponibles por las partes.

Estos son los regímenes de una y otra:

12) La caducidad establecida sobre materia no susceptible de

disponibilidad por las partes se corresponde con la tesis

doctrinal clásica de la institución, a saber, su origen

legal, no admite interrupción ni suspensión, es

irrenunciable y puede ser apreciada de oficio (arts. 2964

Y ss) .

22) La caducidad establecida con relación a materias

disponibles ya es más difícil de encuadrar en alguna de las

diversas especies de caducidad antes expuestas, dada sus

singulares características que a continuación se detallan:

12) Su origen puede ser tanto legal como convencional.

22) si bien el plazo de caducidad no puede ser interrumpido

ni suspendido, como regla general, puede, no obstante,

serlo de una forma u otra si el sujeto contra el que se

ejercita el derecho sujeto a decadencia así lo reconoce

(algo similar a lo que ocurre con la interrupción de la

prescripción por el acto de reconocimiento de la deuda por

el deudor en el art. 1973 de nuestro CC).
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32) En lógica consecuencia con lo anterior si se ha

interrumpido o suspendido la caducidad, la situación deja

de estar afectada por tal causa y pasa a convertirse en una

situación de prescripción, siéndole de aplicación, a partir

de este momento, los preceptos que regulan esta

institución.

42) Cabe la posibilidad de que las partes puedan no sólo

modificar este régimen legal de caducidad, sino incluso su

renuncia (algo similar a la prescripción ganada).

5e) No puede ser apreciada de oficio.

Esta subespecie de caducidad -una figura híbrida a medio

camino entre la caducidad y la prescripción- ha sido considerada

por algún autor italiano como un nuevo instituto jurídico, un

tertium genus entre una y otra m.

En nuestro país, GÓMEZ CORRALIZA enjuicia este régimen de

caducidad regulado en el Derecho italiano y lo considera "harto

criticable ya que desdibuja -si no desnaturaliza por completó-

la acción misma de la caducidad" 165. A mi juicio, sin embargo,

me parece una innovación necesaria para adecuar el Derecho a la

realidad, aunque, debe reconocerse que la introducción de una

nueva institución jurídica siempre conlleva la aparición de

nuevos problemas que, en cualquier caso, el propio Derecho se

encarga de solucionarlos.

164 SARACENO, P., Libro de la tutela dei diritti, 1943, p. 1017,
cita tomada de GÓMEZ CORRALIZA, B., ob. cit. p. 89.

165 GÓMEZ CORRALIZA, B., ob. cit. p. 88.
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4." Tipologia de la caducidad en el orden laboral

El tema referido a la clasificación o tipología de la

caducidad es, como venimos señalando, uno de los menos analizados

tanto por la doctrina como por la jurisprudencia civil. Igual

sucede en el ámbito del Derecho laboral, donde, salvo que esté

en un error, apenas se ha abordado el tema, que, sin embargo,

tiene una extraordinaria significación.

Partimos, por tanto, de una casi nula aportación doctrinal

y una escasa jurisprudencia sobre el expresado tema.

Sirviéndonos de los mismos criterios que hemos utilizado al

clasificar la caducidad, ahora se tratará su clasificación en el

Derecho laboral pero centrándonos exclusivamente en aquellos

aspectos que deban destacarse de las reglas generales que se han

venido exponiendo, y que, en concreto, hacen referencia tanto a

las clases de caducidad según el origen o modo de generarse como

a la rigurosidad o la atenuación jurídica con que se aplica su

régimen.

4.1. Caducidad de origen normativo v caducidad voluntaria

Atendiendo al origen o modo en que se genera, cabe

distinguir dos clases de caducidad: normativa y voluntaria.

La caducidad de origen normativo es aquella que viene
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establecida en una norma de derecho objetivo, ya sea de origen

estatal -ley, reglamento-, ya de origen convencional colectivo

-convenio colectivo-.

La caducidad voluntaria sería aquella que tiene su origen

en la voluntad individual de las partes.

Sin embargo, es posible también distinguir la caducidad

según la clase de norma en la que esté contemplada, lo cual dará

un cuadro parcialmente diverso al anterior.

Así, la caducidad legal es aquella que tiene su origen en

la ley, entendiendo ésta en sus sentidos formal y material, es

decir, como modo de exteriorización del poder normativo del

Estado, y, por consiguiente, encuadrando en la misma, además de

los supuestos de caducidad establecidos en normas legales en

sentido propio, aquellos otros fijados en normas reglamentarias,

que, en todo caso, y teniendo presente el principio de jerarquía

normativa, desarrollarán los preceptos que establezcan las normas

de rango superior (art. 3.2 ET).

Por caducidad convencional, en el ámbito del Derecho

laboral, entendemos exclusivamente aquellos plazos de caducidad

fijados en una de las fuentes -la más genuina- del Derecho del

Trabajo: el convenio colectivo, cuya fuerza vinculante, como

norma de derecho objetivo que es, se predica tanto para los

convenios colectivos estatutarios como para los convenios

extraestatutarios -ex. art. 37.1 CE-.
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Por razones metodológicas he preferido asociar de forma

exclusiva la expresión "convencional" a la caducidad fijada en

convenio colectivo, aun a riesgo de la confusión que puede

originarse si se tiene en cuenta el distinto significado que en

el ámbito del Derecho civil tiene la expresión "caducidad

convencional": la establecida por la voluntad individual de las

partes de un negocio jurídico-privado.

La caducidad contractual sería, por último, la referida a

aquellos supuestos de caducidad que tienen su origen en la

voluntad de las partes expresada en el contrato de trabajo.

La caducidad legal y la caducidad convencional son, por

consiguiente, aquellas que tienen su origen en normas de derecho

objetivo (ya sean normas emanadas del Estado o surgidas de la

negociación colectiva) y que reúnen los caracteres y efectos

propios del instituto jurídico de la caducidad, a saber, su

origen normativo, no ser interrumpible, ni, como regla, ser

objeto de suspensión o de renuncia, mientras que la caducidad

contractual, nacida de la voluntad de las partes, estaría sujeta

exclusivamente a las reglas de la autonomía de la voluntad,

limitada, sin embargo, por el principio de indisponibilidad de

derechos, recogido en el art. 3.5 del ET que invalida la renuncia

de derechos necesarios o indisponibles que el trabajador hubiese

efectuado en vía contractual, y teniendo presente, en todo caso,

que entendemos con la doctrina más autorizada, como ya se expuso

en su momento, que la caducidad en sentido estricto sólo puede
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referirse a la caducidad de origen normativo, aunque, obviamente,

los sujetos de la relación laboral pueden establecer plazos para

realizar determinados actos -en todo caso, referidos

exclusivamente a materias disponibles-, que, en un sentido lato

o impropio de la palabra en su contexto técnico-jurídico, pueden

perfectamente denominarse de caducidad, pero se habrá de

averiguar en cada caso si reúnen o no los requisitos que se

suponen propios de la caducidad para que, en consecuencia, le

sean aplicados analógicamente los efectos que se atribuyen a la

caducidad de origen normativo.

4.1.1. La determinación de la norma aplicable en los

supuestos de concurrencia de plazos de caducidad

Establecido que la caducidad en sentido estricto sólo es

aquella cuyo origen esté en una norma -ya legal o reglamentaria,

como si es convencional-, cabría la posibilidad de concurrencia

de normas que fijaran plazos de caducidad distintos para el mismo

supuesto o incluso que una norma de rango inferior estableciera

un plazo de caducidad a un derecho cuyo ejercicio no estaba, en

principio, sometido a límite temporal por la norma de mayor rango

jerárquico. En estos casos, habrá de determinarse cuál es la

norma aplicable acudiendo al mecanismo de los principios de

aplicación de las normas laborales.
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A) Derecho necesario absoluto, derecho necesario relativo y

derecho dispositivo

Siguiendo la tesis de ALARCÓN, a la que ya hemos hecho

referencia en alguna ocasión y que ha venido a clarificar el tema

de la determinación de la norma aplicable en supuestos de

concurrencia de normas, debe señalarse que "en Derecho del

Trabajo hay, como en cualquier otro sector del ordenamiento,

normas de ius gens y normas de ius dispositivum, pero lo

característico del Derecho del Trabajo es que las normas de ius

cogens en sentido tradicional, es decir, las de derecho necesario

"absoluto", se reservan para la regulación de lo que se ha

denominado el "orden público laboral" mientras que las

condiciones de trabajo (salario y jornada, principalmente) se

regulan mediante normas de derecho necesario "relativo" 166.

El derecho necesario absoluto se establece en defensa del

interés general de toda la colectividad. Son normas de orden

público, que el ordenamiento entiende prioritario defender por

encima de los intereses particulares de las partes 167 Las

normas contrarias, aunque sean más favorables para los

trabajadores, son nulas, por el principio de jerarquía normativa.

166 ALARCÓN CARACUEL, M.R., La vigencia del principio pro
operarior ob. cit. p. 852.

167 ALARCÓN CARACUEL, M.R., Un concepto clásico de la relación
entre Ley y convenio colectivo, en Las relaciones laborales y la
reorganización del sistema productivo, 1983, pp. 57 y 58.
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El derecho necesario relativo se compone de normas mínimas;

son normas con vocación de ser superadas, que se aplican de esa

forma sin que lo diga expresamente el precepto, bastando, por

tanto, que se desprenda de la naturaleza del mismo 168, aunque,

en muchos casos, su formulación es explícita, por ejemplo: "el

salario mínimo...," "al menos...", "la duración máxima...", etc.

Por derecho dispositivo entendemos exclusivamente aquellas

normas que dejan a la libre autonomía de las partes la fijación

de sus respectivas obligaciones, mientras que la norma sólo entra

en juego en defecto de dicha regulación de las partes. Una

técnica utilizada frecuentemente es, por ejemplo, la fórmula

"salvo pacto en contrario.." que es habitual en las normas

dispositivas contenidas en el ET.

B) Las reglas de técnica normativa: La imbricación de los

principios de "jerarquía normativa y de norma mínima

El principio de jerarquía normativa opera tanto en relación

con los preceptos de carácter imperativo absoluto como en los de

carácter imperativo relativo, si bien en este último caso ligado

al principio de norma mínima. Es decir, si la norma es imperativa

absoluta sus preceptos son aplicables en base al principio de

jerarquía normativa, mientras que, si es imperativa relativa, sus

preceptos deben ser contrastados con la norma de rango inferior

que, por regla general, será una norma sectorial (convencional

en la mayoría de casos) : si esta norma infringe la norma

168 ALARCÓN CARACUEL, M.R., ibid. p. 51.
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imperativa relativa, será nula; si la respeta, será la

aplicable169, y ello en función de la técnica de norma mínima

empleada.

Efectivamente, la abundante utilización de la técnica

normativa de "condiciones mínimas" hace que, en la práctica, la

norma que se aplica directamente es la de rango inferior, pero

aplicando ésta, en realidad se está obedeciendo a la de rango

superior, que es una norma mínima, con vocación de ser rebasada.

Al aplicar la norma inferior se está simultáneamente aplicando

la superior: de ahí que el principio de jerarquía no padece, sino

que es perfectamente compatible con el de norma mínima. Así, si

se aplica el precepto del convenio colectivo o de la Ordenanza

laboral en lugar del precepto legal, a pesar de estar las dos

normas citadas subordinadas a la ley en base al principio de

jerarquía normativa, es debido a que la norma legal es, en el

supuesto contemplado, una norma mínima de carácter imperativo

relativo.

A idéntica conclusión llega nuestro Tribunal Supremo, aunque

en alguna ocasión ha formulado una tesis que, por sorprendente

-el no sometimiento del convenio colectivo al principio de

jerarquía-, merece comentarse. Así, la STS de 28-4-1986 -Ar.

2257- pone de relieve que "el pleno reconocimiento de la

autonomía colectiva y de su ámbito propio de la regulación deriva

directamente del art. 37.1 de la Constitución Española, que

garantiza el derecho a la negociación colectiva laboral entre los

169
ALARCÓN CARACUEL, M.R., La vigencia..., ob. cit. p. 853.
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representantes de los trabajadores y empresarios, así como la

fuerza vinculante de los convenios, a los que los arts. 3 y 82

del ET otorgan en el desarrollo constitucional (. .) la naturaleza

de fuente objetiva del ordenamiento laboral, sin que esta fuente

en atención a su especial fuerza vinculante y a su origen en la

autonomía de las partes sociales, quede sometida al principio de

"i er argüía gue el artículo 3.2 del Estatuto (..) refiere

exclusivamente a las disposiciones legales y reglamentarias del

Estado. De ahí gue lo pactado en convenio colectivo prevalezca

"en principio sobre lo normado con carácter general en las leyes

o disposiciones legales" (sic), salvo que las normas

convencionales no respeten los mínimos de derecho necesario (art.

3.3 del Estatuto de los Trabajadores) o infrinjan las

disposiciones estatales de derecho absoluto que configuran el

orden público laboral (arts. 85.1 y 90.5 del ET)".

Vistas las conclusiones finales a las gue llega el Tribunal

Supremo sorprende, por contradictoria, la afirmación contenida

en el principio de su argumentación de que el convenio colectivo

no se halla sometido al principio de jerarguía, afirmación que

en las palabras precisas de ALARCÓN, gue también comenta la

expresada sentencia, "no es defendible, con el art. 9.3 de la

Constitución en la mano: precisamente porgue los convenios son

normas es por lo que están sometidos al principio de "jerarquía

normativa" que dicho precepto constitucional garantiza" 17°. Así

170 ALARCÓN CARACUEL, M.R., ob. cit. p. 844; vid. asimismo ALONSO
OLEA/CASAS BAAMONDE, para guienes "el convenio colectivo debe
respetar el "derecho necesario establecido por la ley", dada "la
superior posición gue éste ocupa en la jerarguía normativa", ob.
cit. p. 827.
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lo ha expresado, por otra parte, el Tribunal Constitucional, al

afirmar que "el convenio colectivo, en cuanto tiene valor

normativo y se inscribe en el sistema de fuentes, ha de someterse

a las normas de mayor rango jerárquico" (STCo 177/1988 de 10 de

octubre -BOE de 5 de noviembre).

C) Significado y alcance de la "dispositividad" atribuida a

las Recrlamentaciones de Trabajo y Ordenanzas laborales

Al señalar "a Disposición Transitoria Segunda del ET que

"las ordenanzas de trabajo actualmente en vigor continuarán

siendo de aplicación como derecho dispositivo, en tanto no se

sustituyan por convenio colectivo", se plantea la cuestión sobre

cuál es el significado y alcance de esta "dispositividad"

atribuida a las Reglamentaciones y Ordenanzas sectoriales.

Para un sector mayoritario de la doctrina, ello significa

que las Ordenanzas y Reglamentaciones se aplican subsidiariamente

en ausencia de convenio colectivo, siendo irrenunciable para el

trabajador el régimen de Ordenanza laboral, o sea, que mediante

pacto o contrato individual no puede renunciarse a lo establecido

en la Ordenanza o Reglamentación, que, en cualquier caso, se

aplica supletoriamente en todo aquello no previsto por el

convenio colectivo m. Como atinadamente observa ALARCÓN, "las

Ordenanzas han pasado a ser, por imperativo legal, normas

"supletorias" respecto a los convenios colectivos, y ello en

función de un principio de redistribución funcional del poder

171 Por todos, SALA FRANCO, T. , et alii, ob. cit. p. 141 y ss.
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normativo estatal y de la autonomía colectiva" (..) "por esto,

el carácter "dispositivo" de que se habla lo es exclusivamente

en relación con la autonomía colectiva: es decir, los convenios

colectivos que sustituyan a las Ordenanzas en vigor podrán

regular la materia con entera libertad sin estar sometidos al pie

forzado de los mínimos que la Ordenanza en cuestión

estableciera". Ahora bien, "la Ordenanza en vigor seguirá

teniendo, frente a la autonomía individual, el carácter de norma

imperativa relativa y no el de mera norma dispositiva" 172.

Esta es, por otra parte, la tesis sostenida mayoritariamente

por la jurisprudencia, al entender que el hecho de que "las

Ordenanzas de Trabajo hayan sido reducidas a la condición de

derecho dispositivo no quiere decir que dejen de ser de

aplicación (..)/ sino que, a diferencia de las normas de ius

cogens, pueden ser modificadas por convenio colectivo.." (STS de

16-6-1987 -Ar. 4378-), y "mientras no sean derogadas o

sustituidas por normas convencionales continuarán siendo de

aplicación", máxime si la Ordenanza "no ha sido derogada ni ha

sido tampoco sustituida, al menos en determinadas materias, por

las normas del Convenio que, por el contrario, utiliza la técnica

de la remisión o del reenvío a la propia Ordenanza laboral, como,

por ejemplo, en materia de antigüedad o en la disposición final,

donde textualmente se dice que en lo no previsto por el Convenio

se estará a las normas legales vigentes y futuras" (STS de 12-12-

1988 -Ar. 9598-).

172 ALARCÓN CARACUEL, M.R., Un concepto
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4.1.2. Plazos de caducidad establecidos en disposiciones de

derecho necesario absoluto configuradoras del orden

publico laboral

Se trata de supuestos de caducidad legal contenidos

esencialmente en el Estatuto de los Trabajadores y en la Ley de

Procedimiento Laboral, que, en función de la materia que regulan

-límite temporal del ejercicio de un derecho o facultad-, de la

especificidad del acto requerido para su validez -demanda dentro

del citado límite ante la jurisdicción social-, y de los efectos

que produce la inactividad del titular del derecho -extinción del

derecho por caducidad-, se hallan regulados en preceptos de

derecho necesario absoluto de los que configuran el denominado

"orden público laboral", que son inmodificables, porque, dado el

interés general que persiguen, están por encima, tanto de la

autonomía colectiva como de la voluntad de las partes.

Se trata, por tanto, de materias "cuya ejecución no depende

de los protagonistas de la misma, sino que implica al propio

Estado o a terceros" m.

Este es también el criterio de la jurisprudencia. Así, para

la STS de 4 de febrero de 1984 -Ar. 834- "no pueden modificarse

por los convenios -ni aunque lo sea en beneficio del trabajador-

las normas del Texto Procesal Laboral" relativas "a la regulación

173 GARCIA-PERROTE, I., Ley y autonomía colectiva, MTSS, 1987,
siguiendo a CAMPS RUIZ, p. 266.
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de los despidos disciplinarios", "ya que no son admisibles pactos

ni normas contra las de derecho necesario configuradoras de las

estructuras institucionales del Derecho de trabajo..".

En concreto, los plazos de caducidad que forman parte del

orden público laboral y que no pueden ser modificados ni por

normas de rango inferior ni por norma surgida de la autonomía

colectiva, ni siquiera en forma más favorable al trabajador, son

los siguientes:

- El plazo de veinte días establecido en los arts. 59.3 ET y

103.1 LPL y 121.1 LPL para reclamar contra el despido o la

resolución de contratos temporales o la extinción por

causas objetivas.

- El plazo de veinte días hábiles aplicable a las acciones

para recurrir contra las decisiones empresariales en

materia de movilidad geográfica y modificación sustancial

de condiciones de trabajo (art. 59.4 ET y art. 137 bis 1

LPL) .

- El plazo de treinta días fijado en el art. 67.2 LPL para

impugnar el acuerdo de conciliación efectuado ante el

servicio administrativo correspondiente o ante el órgano

que asuma funciones conciliatorias.

El plazo de quince días que fija el art. 84.5 LPL para

impugnar la validez de la avenencia efectuada ante el mismo
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